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La retórica de la guerra   

• El discurso de paz predominante durante varios gobiernos de la segunda mitad del siglo 
XX. Desde Belisario Betancur, se hablaba de la salida negociada al conflicto armado y 
del reconocimiento como organizaciones armadas con fines políticos, se admitía -por lo 
menos en el discurso- la necesidad de algunas reformas y de inaugurar o reforzar la 
presencia institucional del Estado en los territorios.  

• En 2002 comenzó la retórica de la guerra con AUV, caracterizada por negación del 
conflicto armado, desconocimiento de las verdaderas raíces socioeconómicas de la 
confrontación, del carácter político de la insurgencia y de la necesidad de RA y apertura 
democrática.  

• HOY ESTAMOS REGRESANDO A ESA RETÓRICA Y A SUS CONSECUENCIAS. EL 
ACTUAL GOBIERNO HA CAMBIADO LA POLÍTICA DE PAZ POR UNA POLÍTICA DE 
RETORNO A LA RETÓRICA DE LA GUERRA. 

  

 



LA POLÍTICA DEL PRESIDENTE DUQUE Y 
DEL COMISIONADO CEBALLOS 



¿Qué podemos decir del balance de la política del Gobierno en materia de Paz en 
estos siete  meses? 

• Todo lleva a concluir que el comisionado, Miguel Ceballos no implementa una política de paz sino de retorno a la 
guerra. La política del Gobierno en este campo, además de incumplir compromisos internacionales viola los artículos 
22 y 95 de la CP,  el AL 02/2017, y la sentencia C-630/17, entre otras.  

• La paz deja de ser una política de Estado. 

• Se promueve una política negacionista del conflicto armado y también negacionista de la paz. 

• Se promueve la reforma del Acuerdo Final al punto de ponerlo en riesgo. 

• No solo se rompió la Mesa de Conversaciones con el ELN –lo cual puede ser justificado por las acciones de este 
grupo, sino que se ha cerrado cualquier  vía de negociación. 

• Presidente ha sido totalmente complaciente con la campaña sostenida de ataque a la legitimidad de la JEP que tiene 
montada el señor fiscal Martínez Neira, e incluso por momentos la ha reforzado. 

• Se distingue una política de desmovilización del trato que se da a los excomandantes y exmandos medios. 

• Se platea una política totalmente ambigüa frente a la comunidad internacional. 



 “Un gran Acuerdo Nacional” 

     El corazón del llamado a la unidad nacional es considerar la paz como política de Estado. Las políticas 
de Estado trascienden de un gobierno a otro, incluso de distinta ideología, porque constituyen un 
acuerdo o consenso mayoritario de país. Ahí está el meollo del asunto. 

       El presidente Duque ha afirmado que quiere “forjar un gran ‘Acuerdo Nacional’, mirando hacia el 
futuro de Colombia”. El 7 de agosto de 2018, en su posesión dijo: “Quiero una Colombia donde todos 
podamos construir la paz, donde se acaben esas divisiones falaces entre amigos y enemigos de la 
paz, porque todos la queremos. Por el respeto a Colombia y por el mandato ciudadano que 
recibimos, desplegaremos correctivos para asegurar a las víctimas verdad, justicia proporcional, 
reparación y no repetición”. 

       Ahora el Presidente dice que el trámite de las objeciones a la LE de la JEP son la gran oportunidad 
para un consenso nacional 

  

 



Comisiones de paz solicitan audiencia al 
Presidente de la República 

 
A pesar de estos anuncios presidenciales hay hechos que muestran una actitud totalmente 
reticente a un diálogo a favor de la paz. Desde el 29 de agosto de 2018 –fecha de su 
instalación en el nuevo Congreso- las comisiones de paz del Senado de la República y de 
la Cámara de Representantes han dirigido cinco comunicaciones escritas al presidente 
Duque solicitándole una reunión para tratar temas de la política del Gobierno relacionadas 
con la paz. Dicha solicitud ha sido hecha personalmente al Presidente por miembros de las 
comisiones que se han reunido con él por diversos motivos, también ha sido formulada en 
reiteradas oportunidades a través del comisionado Ceballos y a través de representantes 
de la comunidad internacional, así como ha sido mencionada por los copresidentes de las 
comisiones en los medios de comunicación. 
 
El Presidente no solo no ha concedido esa reunión, sino que además no se ha 
dignado responder a ella ni por escrito ni de manera verbal. La voluntad de diálogo, 
consenso y unidad de la que habla el Presidente no ha pasado de ser retórica pura.  



LA PAZ NO ES POLÍTICA DE ESTADO SINO DE GOBIERNO 

• En esta administración, la paz no es considerada una política de Estado sino de gobierno. Así ha quedado 
establecido cuando el Presidente se ha negado a cumplir compromisos adquiridos por el anterior gobierno 
en materia de paz. Para utilizar un cliché, de esos que tanto le gustan al presidente Duque: “El que no 
firma, no cumple”. La que en cambio se reconoce como política de Estado es la de buscar la continuidad 
de la Seguridad Democrática. Es una violación del artículo 22 de la CP considerar que la paz no es política 
de Estado sino de gobierno, pues ese artículo consagra que la paz es un deber de obligatorio cumplimiento 
para el Estado. En cambio, este gobierno busca convertir el retorno a la Seguridad Democrática en política 
de Estado. Graves consecuencias para la implementación del AF. En su sentencia C-630/17 (exequibilidad 
del AL 02/2017) la Corte Constitucional dictaminó que “cumplir con lo establecido en el Acuerdo Final” 
es “política de Estado”. El comisionado Ceballos se ha inventado una sui generis interpretación de la 
sentencia aduciendo que el margen de apreciación de los medios para cumplir con el Acuerdo da libertad al 
Gobierno para cambiar los fines del mismo. 

• Como ha señalado, la exministra Clara López: esta interpretación de la política de paz anula las garantías 
de no repetición y ataca la justicia transicional. La paz como política constitucional del Estado, más no de 
Gobierno, hace obligatorio y vinculante los instrumentos que el Estado utiliza para facilitar, negociar y 

concretar acuerdos y, desde luego, los acuerdos finales suscritos o que se suscriban.  

 



LA NEGACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO Y DE LA PAZ I  

EN EL PRESENTE GOBIERNO SE HA IDO INSTAURANDO UNA POLÍTICA NEGACIONISTA TANTO 

DEL CONFLICTO ARMADO COMO DE LA PAZ. 

 

Un ejemplo fehaciente de ello es, como se sabe, el nombramiento del profesor Darío Acevedo como 

director del Centro Nacional de Memoria Histórica. Las organizaciones de víctimas objetaron este 

nombramiento debido a sus declaraciones sobre la inexistencia del conflicto armado en Colombia. 

Acevedo afirma “hay quienes sostienen que lo vivido en Colombia fue un conflicto armado, algo así 

como un enfrentamiento entre el Estado y unas organizaciones levantadas contra él. […] Aunque la 

Ley de víctimas dice que lo vivido fue un conflicto armado eso no puede convertirse en una 

verdad oficial”.  El Centro Nacional de Memoria Histórica es la entidad encargada de reconstruir la 

memoria del conflicto armado desde la perspectiva de las víctimas, tal como lo consagra la ley 

1448/2011 las afirmaciones de Acevedo denotan un sesgo sumamente peligroso para la construcción 

de memoria de la sociedad colombiana. 

 

EN COLOMBIA SE EMPLEA EL EJÉRCITO PARA EL CONTROL DEL ORDEN PÚBLICO, EL CUAL 

DEBE ACTUAR RESPETANDO EL DIH (ARTÍCULOS 213 Y 214 DE LA CP). ESA ES UNA 

DEMOSTRACIÓN IRREFUTABLE DE LA EXISTENCIA DEL CONFLICTO ARMADO. 
 

 

 

 

 

 

 

 

  

 



LA NEGACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO Y DE LA PAZ II  

• NEGACIÓN DE LA PAZ: SABEMOS QUE LA DIRECTRIZ DE LA CASA DE NARIÑO A TODOS 
LOS FUNCIONARIOS ES BORRAR LA PALABRA PAZ DEL LENGUAJE OFICIAL, COMO 
FORMA DE NO VALIDAR EL ACUERDO DE PAZ. ESA PRÁCTICA NEGACIONISTA HA 
COMENZADO INCLUSO CON SU PROPIO CARGO, DOCTOR CEBALLOS, QUE TERCAMENTE 
EL GOBIERNO SE HA OBSTINADO EN REBAUTIZAR, PERO QUE TODO EL MUNDO SIGUE –DE 
MANERA INJUSTIFICADA HE DE DECIRLO- LLAMANDO ALTO COMISIONADO DE PAZ. 
TAMBIÉN SABEMOS QUE A LOS FUNCIONARIOS DE PLANEACIÓN NACIONAL AL REDACTAR 
EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO SE LES DIO LA INSTRUCCIÓN: “NO LENGUAJE 
SANTISTA”, ES DECIR, NO EMPLEAR LA PALABRA PAZ EN EL TEXTO DEL PLAN. ESTO 
REPRESENTA UNA ABIERTA VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 22 Y DEL ARTÍCULO 95, NUMERAL 
6  DE LA  CP.  ESTE ÚLTIMO ARTÍCULO DICE QUE ES UN DEBER DE TODO CIUDADANO 
PROPENDER PARA EL LOGRO DE LA PAZ. 

• SE HA BORRADO EL CONTENIDO DE LAS CUENTAS DE TWITTER DE LOS DIÁLOGOS  CON 
EL ELN, Y CONTENIDOS DE SITIOS WEB DE LA NEGOCIACIÓN DE PAZ DE LA HABANA.  
Nunca se sabrá quién fue el responsable de borrar @EquipoPazGob, la cuenta de Twitter del equipo 
negociador y los 1.838 trinos que contenían todos los detalles sobre el proceso de paz. Esta era una 
información relevante para la construcción de la memoria y para preservar el archivo de esas 
negociaciones. (Confidencial de Semana). 



LA NEGACIÓN DEL CONFLICTO ARMADO Y DE LA PAZ III 

• TAMBIÉN SE HA DADO A CONOCER A LA OPINIÓN PÚBLICA, 
DOCTOR CEBALLOS, QUE LA COLECCIÓN BIBLIOTECA DEL 
PROCESO DE PAZ CON LAS FARC-EP, QUE CONSISTE EN DIEZ 
TOMOS QUE CONTIENEN LOS PRINCIPALES DOCUMENTOS DEL 
PROCESO HA SIDO CONFINADA EN ALGUNA BODEGA Y PROHIBIDA 
SU DISTRIBUCIÓN. UN ACTO DE ABIERTA CENSURA OFICIAL A LA 
PAZ. 

• Según información de Noticias Uno, Sergio Jaramillo, quien fungió como 
Alto Comisionado para la Paz, que usted habría detenido la distribución 
del libro de memorias sobre las negociaciones con las Farc, ordenando 
almacenar en una bodega más de 2.000 libros y desapareció sus 
registros de la web. 

  

 

 



LA PERSECUCIÓN CONTRA LA JEP I 

Las objeciones presidenciales son la culminación de una campaña de persecución 

contra la JEP. 

 

COMO VEREMOS MÁS ADELANTE, EL FISCAL MARTÍNEZ TIENE MONTADA 

UNA CAMPAÑA PERMANENTE DE DIFAMACIÓN CONTRA LA JEP. 

LA CAMPAÑA DEL CENTRO DEMOCRÁTICO DE QUE LA JEP ES DE LOS 

VICTIMARIOS, ¿ESTA ES UNA CAMPAÑA DEL GOBIERNO?   



LA PERSECUCIÓN CONTRA LA JEP II 

¿CUÁLES SON LOS VERDADEROS ALCANCES DE LAS REFORMAS AL ACUERDO DE PAZ QUE PLANEA EL GOBIERNO? 

 
• PAL 087/2018 Cámara. Modificación al acceso de información reservada por parte del SIVJR. Centro Democrático.  

• PAL 024/2018 Senado. Beneficios y creación de Salas Especiales en la JEP para miembros de la Fuerza Pública. Centro Democrático y 

Cambio Radical.  

 

• PAL 030/2017 Senado. Por medio de la cual se modifica el decreto ley 888 de 2017. Contraloría encargada de vigilar recursos de la 

implementación. Centro Democrático 

• PAL 031/2017 Senado. Por medio de la cual se deroga el decreto ley 902 de 2017. Eliminación de la Reforma Rural Integral.  Centro 

Democrático 

• PAL 032/2017 Senado. Por medio del cual se modifica el decreto 903 del 29 de mayo de 2017 y se dictan otras disposiciones. Inventario de 

las FARC. Centro Democrático  

• PL 033/2017 Senado. Por medio de la cual se modifica el decreto ley No. 890 de 2017. Eliminación de ex combatientes de las FARC 

como beneficiarios de subsidios de vivienda. Centro Democrático 

 

 



LA PERSECUCIÓN CONTRA LA JEP III 

• No son objeciones por inconveniencia. No se trata de asuntos de carácter económico, social o 
político, sino de asuntos jurídicos. Se trata de asuntos resueltos por la Corte Constitucional en la la 
Sentencia C-080 de 2018, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 243 de la Constitución 
Política hacen tránsito a cosa juzgada constitucional.  

• ATENTA CONTRA LA CONSTRUCCIÓN DE PAZ. Intervención ante la Corte Constitucional del 
INTERNATIONAL CRISIS GROUP establece relación entre el riesgo del aumento de disidencias y la 
situación de inestabilidad jurídica que generan las objeciones presidenciales a la Ley Estatutaria: 
“Estas objeciones generarán un riesgo de inseguridad en el sentido de que los mandos medios de la 
exguerrilla – la casi totalidad de los cuales tienen procesos jurídicos abiertos en su contra – verán su 
futuro con mucha más incertidumbre”.  

• LO MÁS GRAVE ES EL DAÑO QUE SE ESTÁ PRODUCIENDO AL ORDEN INSTITUCIONAL. 
DESCONOCER UNA DECISIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL CON EL PRETEXTO DE LAS 
OBJECIONES DE INCONVENIENCIA, CUANDO EN REALIDAD SE CUESTIONA EL CONTENIDO 
CONSTITUCIONAL DE ASPECTOS DE LA LEY ESTATUTARIA DE LA JEP QUE YA HABÍAN SIDO 
RESUELTOS EN DIVERSOS PRONUNCIAMIENTO DE LA CORTE, ES INAUGURAR UN 
PROCEDIMIENTO EN EL QUE EL PODER EJECUTIVO PONE EN GRAVE RIESGO EL 
PRINCIPIO DE SEPARACIÓN E INDEPENDENCIA DE LOS PODERES PÚBLICOS.   



LA CLAUSURA DE CUALQUIER POSIBILIDAD  
DE NEGOCIACIÓN CON EL ELN I 

• SÍ HUBO INTERLOCUCIÓN CON EL ELN. CEBALLOS: “¿Usted ya ha tenido oportunidad de dialogar directamente 
con el Eln? CEBALLOS: El canal de comunicación directa que establecí con Pablo Beltrán era confidencial. 
Desafortunadamente, dicha confidencialidad no se mantuvo, pues varios voceros del Eln hicieron públicos mis 
contactos telefónicos con Beltrán. Lo cierto es que interlocución sí hay, y directa, porque parte de la evaluación 
es, obviamente, escucharlos también a ellos.”  

• EL GOBIERNO NO HA EXPLICADO AÚN DE MANERA CONVINCENTE EL ROL QUE CUMPLIERON LOS 
SEÑORES BUSTAMANTE Y GARZÓN EN EL DIÁLOGO CON EL ELN. MUY GRAVE QUE EL SEÑOR ANGELINO 
GARZÓN RECOMENDARA AL ELN NO FIRMAR UN CESE BILATERAL CON EL PASADO GOBIERNO. ESE ES 
UN ACTO DE INMENSA IRRESPONSABILIDAD. Según el concepto del Mecanismo de Veeduría y Verificación 
acordado para el cese al fuego bilateral entre el Gobierno y el ELN en el 2017: “este Acuerdo rebajó la intensidad del 
conflicto en muchas comunidades y tuvo cumplimiento en la mayoría de los casos por el ELN”. ¿FUE POR 
ENCARGO DEL NUEVO GOBIERNO? 

• NO SE PERMITIÓ LA CONSULTA DE LA DELEGACIÓN DEL ELN.  

• ¿CUÁL ES LA POSICIÓN DEL GOBIERNO FRENTE AL DEPÓSITO DE LOS ACUERDOS A LOS QUE SE LLEGÓ 
CON EL ELN EN LA ONU? DERECHO DE PETICIÓN A CEBALLOS Y AL PRESIDENTE DUQUE. A diferencia del 
compromiso adquirido en el proceso de paz con las desaparecidas FARC-EP y el gobierno, según el cual “nada está 
acordado hasta que todo esté acordado”, este principio no fue contemplado en los diálogos con el ELN. Por lo tanto lo 
acordado es de obligatorio cumplimiento, según el principio universal de “Pacta Sunt Servanda”.  

 



LA CLAUSURA DE CUALQUIER POSIBILIDAD  
DE NEGOCIACIÓN CON EL ELN II 

• REFORMA DE LA LEY 418 DE 1997. La ley 1941 de 18 de diciembre de 2018, por la cual se prórroga 
la ley de orden público, contiene disposiciones que restringen las facultades del Presidente de la 
República, para adelantar diálogos de paz, con grupos armados ilegales. De una parte, el Consejo 
de Seguridad Nacional podrá no solamente definir cuándo una organización se califica como grupo 
armado organizado al margen de la ley, sino también cuándo, cómo y con quien se pueden 
adelantar diálogos de paz. Lo anterior, desconoce que es el Presidente de la República, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 189 de la Constitución Política es el encargado de la 
dirección de todo proceso de paz.  

• ESTE GOBIERNO HA DADO UN PASO QUE RETROCEDE EN MATERIA DE PAZ LO QUE NINGÚN 
OTRO ANTERIORMENTE: NIEGA EL CONFLICTO ARMADO CON EL ELN, Y LO CLASIFICA  
COMO GRUPO ARMADO ORGANIZADO. 

• EL PASADO GOBIERNO AVANZÓ EN EL INTENTO DE SOMETIMIENTO DEL CLAN DEL GOLFO. 
HOY NO SE CONOCE NADA SOBRE LA CONTINUIDAD DE ESOS ESFUERZOS. 

 

 



La Paz en el Plan Nacional de Desarrollo 

Los requisitos que establece para adelantar un proceso de paz, son condiciones para una rendición y no para un proceso de 

negociación. Prevé como condición para adelantar diálogos de paz la concentración de individuos en armas, en 

espacios geográficos delimitados, con observancia internacional y garantizando el fin de toda actividad criminal.  

 

EN LA APROBACIÓN DE PROYECTO DEL PND EN LAS COMISIONES ECONÓMICAS HAY CAMBIOS QUE NO SON 

SUSTANCIALES EN MATERIA DE PAZ. NO HAY MONTO ESPECÍFICO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO. EN 

SU LUGAR EL ARTÍCULO 4 DEL PLAN PLURIANUAL INCLUYE UN MONTO DE 10 BILLONES PARA EL PLAN PARA LA 

PAZ SIN QUE SE INCLUYAN PROGRAMAS ESPECÍFICOS. PERSISTE INCUMPLIMIENTO DEL MANDATO 

CONSTITUCIONAL DE QUE EL PLAN PLURIANUAL DEBE INCLUIR UN CAPÍTULO SOBRE LA PAZ. 

La creación, discrecional, por parte del Consejo Nacional de Seguridad, de Zonas Estratégicas de Intervención Integral, 

amenaza el cumplimiento de acciones y la disposición de recursos para los municipios priorizados en los PDET.  

La Red de Participación ciudadana, así empezaron las Convivir y las Redes de Cooperantes. 

El gobierno Duque no le cumple a las víctimas. Prevé menos recursos para las indemnizaciones administrativas. En los 

desarrollos normativos que anuncia excluye la creación de las 16 Circunscripciones Especiales de Paz. Con el pretexto de 

armonizar funciones que se duplican entre los mecanismos del SIVJRNR con las entidades del SISTEMA NAL. DE ATENCIÓN 

Y REPARACIÓN INTEGRAL A VÍCTIMAS, amenaza la autonomía del Sistema, en especial, en términos de memoria y verdad. 

Y deja la armonización en cabeza del DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO de la Presidencia 

 

 



CONTINÚA Y SE INTENSIFICA EL ASESINATO SISTEMÁTICO DE 
LÍDERES SOCIALES 

• EL PLAN DE ACCIÓN OPORTUNA. 

• LAS ZONAS ESTRATÉGICAS DE INTERVENCIÓN INTEGRAL. 

• LA UNIDAD DE LA FISCALÍA PARA PERSEGUIR A LOS GRUPOS SUCESORES DEL 
PARAMILITARISMO NO SOLO SIGUE TENIENDO PROBLEMAS, SINO QUE ADEMÁS HAY UN 
PAL DEL PARTIDO DE GOBIERNO QUE PROPONE ELIMINARLA: 

• PAL 029/2017 Senado. Por medio de la cual se deroga el decreto ley 898 de 2017. Unidad de 
Investigación para enfrentar organizaciones criminales que atenten contra líderes campesinos 
y cívicos, miembros de juntas de acción comunal; líderes de organizaciones de víctimas, 
líderes de restitución de tierras y ambientalistas; y defensores de derechos humanos. Centro 
Democrático.  

• EN VEZ DE DESARROLLAR UNA POLÍTICA EFICAZ EN ESTA MATERIA, EL GOBIERNO SE HA 
DEDICADO A POLEMIZAR E INCULPAR AL GOBIERNO ANTERIOR POR LOS CRÍMENES QUE 
ESTÁN OCURRIENDO HOY. 



La política exterior y la paz  

 



Ingratitud con los países garantes 

• EL ACUERDO DE PAZ HA DEJADO DE SER UNA CONQUISTA DE LOS COLOMBIANOS PARA 
CONVERTIRSE EN UN PATRIMONIO DE LA HUMANIDAD. ASÍ LO RECONOCIÓ EL SG DE LA 
ONU EN SU MENSAJE A LOS COLOMBIANOS EN EL SEGUNDO ANIVERSARIO DE LA FIRMA 
DEL ACUERDO FINAL QUE EL ACUERDO FINAL ES “UN HITO PARA EL PAÍS Y UNA 
INSPIRACIÓN PARA TODOS LOS QUE LUCHAN PARA PONER FIN A LOS CONFLICTOS 
ARMADOS EN TODO EL MUNDO MEDIANTE NEGOCIACIONES”.  

• ¿Y cómo ha respondido el gobierno del presidente Duque a quienes desde la comunidad 
internacional a los esfuerzos para conseguir este logro histórico? Con grosera ingratitud hacia los 
países garantes, Cuba y Noruega, como parte de una deplorable política exterior. Ni para que hablar 
de episodio de los protocolos, y de cada declaración del Canciller contra Cuba y Noruega, países que 
invirtieron recursos y esfuerzos gracias a los cuales se logró el Acuerdo de Paz, y hacia los cuales 
Colombia solo debiera tener palabras de gratitud. EN EL CASO DE CUBA, PAÍS GARANTE DE UN 
PROCESO DE PAZ, SE LE HA EXIGIDO QUE ASUMA FUNCIONES DE POLICÍA JUDICIAL. 
CANCILLER, LA PREGUNTA ES SI ESTA ACTITUD REVELA LOS PASOS PREPARATORIOS 
PARA UN ROMPIMIENTO DE RELACIONES CON CUBA.  

• Se ha dejado en claro que este es un gobierno que no cumple sus acuerdos y compromisos 
internacionales.  

  

 



Instancias de la Comunidad Internacional sobre la JEP 

Todos los organos e instancias relevantes de la comunidad internacional (CS, el SG, la ACNUDH, la Fiscalía de la CPI, la CIDH) han 
expresado preocpación por las objeciones presidenciales a la JEP, han hecho advertencias, han abogado porque se respete la 
independencia  
 
CS de la ONU: “Reiteraron la necesidad de respetar plenamente la independencia y la autonomía de la Jurisdicción Especial  para la 
Paz.  
SG de la ONU: “El Secretario General destacó la importancia de la Jurisdicción Especial para la Paz. Reiteró las preocupaciones 
expresadas anteriormente por las Naciones Unidas con respecto a la incertidumbre en torno a la adopción de la Ley Estatutaria y su 
esperanza de que se tomen medidas rápidas para asegurar que este fundamento jurídico se establezca lo antes posible, garantizando 
los derechos de las víctimas y la seguridad jurídica de todas las partes interesadas. 

Alta Comisionada de Naciones Unidas para los DDHH, Michelle Bachelet: instó este miércoles al Gobierno de Colombia a aplicar 
de manera integral la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) y a revisar de forma rápida las objeciones al proyecto de Ley Estatutaria. 

Fiscalía de la CPI a través de su vicefiscal James Stewart ha expresado su apoyo a la JEP y su llamado al Gobierno para que que se 
adopte la Ley Estatutaria sin más obstrucciones: “Observamos la importancia de que la JEP tenga un marco legal definido. De 
no ser el caso, esto podría constituir un revés y tendríamos que considerar sus implicaciones". 

CIDH: “La CIDH observa con preocupación que a más de dos años de la firma del Acuerdo de Paz y a un año de su entrada en 
funcionamiento, la JEP no cuenta con una Ley Estatutaria”. La CIDH ” "respeto al principio de separación de poderes y a las 
decisiones de las autoridades que han intervenido en la aprobación y examen de constitucionalidad del proyecto de ley. Ello con el fin 
de avanzar en la implementación del Acuerdo de Paz y garantizar los derechos de las víctimas”. 

 

 



Se le está mitiendo a la comunidad internacional 

• El Canciller viene al país luego de dar ingentes explicaciones a la comunidad 
internacional a decir que hacer seis objeciones a 159 artículos del proyecto de ley 
estatutaria de la JEP ha sido “muy bien recibida”. 

• Al cuerpo diplomático se le dijo que las tres reformas al AF que propondrá el Gobierno al 
Congreso no tienen carácter retroactivo. Sin embargo, el Canciller dijo en entrevista por 
televisión que las reformas constitucionales serán para asegurar condenas severas para 
crímenes de lesa humanidad cometidos por FARC. Por tanto, sí son retroactivas, entonces.  

• EL GOBIERNO HA DICHO A LA COMUNIDAD INTERNACIONAL QUE FARC PODRÁ 
DEFENDER EN EL CONGRESO SU POSICIÓN FRENTE A LAS OBJECIONES A LA LE DE 
LA JEP, A SABIENDAS QUE SUS CONGRESISTAS DEBEN DECLARARSE IMPEDIDOS 
EN ESE TRÁMITE. 

• También se le miente a la opinión pública sobre lo que piensa la Comunidad Internacional 
sobre la implementación del acuerdo: 

• Cuando las mentiras quedan en evidencia se responde groseramente a las instancias 
internacionales. Marta Lucia Ramírez le contesto a Bachelet de la ONU que respete la 
institicionalidad de Colombia respecto a la JEP. Se le dice a funcionarios “atrevidos”.  
 



 

EL FISCAL Y LA PAZ  



LA CAMPAÑA DEL FISCAL CONTRA EL PROCESO  
Y EL ACUERDO DE PAZ 

A pesar de sus reiteradas declaraciones en las que se define a sí mismo como el principal defensor del 
proceso de paz, el fiscal Martínez Neira ha sido el mascarón de proa para destruir el proceso de paz 
y todas las actuaciones del fiscal Martínez Neira han estado orientas a: 

-   Crear el mayor sentimiento de desconfianza posible dentro de los excomandantes y la base de los 
exguerrilleros, 

 -  Fomentar el mayor desprestigio posible de la JEP, disputar sus competencias, ha realizado anuncios 
temerarios para destruir la JEP, la reiterada acusación de que la JEP usurpa competencias y de que su 
labor se reduce a ser la de “meros notarios”. El Fiscal ha fomentado la idea de que en la JEP existe un 
profundo fenómeno de corrupción que alimenta con escándalos y procesos no concluidos  

- Mostrarse como el único referente de legitimidad del proceso.  

- Intentar debilitar el respaldo internacional al proceso de paz.  

Sin duda, el Fiscal se graduó hace tiempo como enemigo de la Paz, ha realizado acciones 
mediáticamente impactantes, pero investigativamente vacuas, para encubrir sus escándalos y desviar 
la atención sobre los graves cuestionamientos que pesan en su contra. 



LA DISPUTA DE LA FISCALÍA POR LOS BIENES DE LAS FARC  

Y EL SILENCIO DEL GOBIERNO 
 

 

El Fiscal ha sostenido que la JEP desborda sus competencias al decidir proteger los bienes para la 

reparación de las victimas. 

 

EL FISCAL PRIMERO HIZO TODOS LOS ESFUERZOS PARA BANALIZAR LA LISTA DE 

BIENES ENTREGADA POR LAS FARC. 
 

En tal sentido, para la Fiscalía General de la Nación estos bienes deben pasar al Fondo de rehabilitación, 

Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado - FRISCO y no al Fondo de Víctimas.  

Conforme a lo anterior, los bienes del extinto grupo guerrillero de las FARC-EP se encuentran destinados a la 

reparación de las víctimas, por lo tanto, no puede desconocerse la competencia de la Jurisdicción Especial para 

la Paz, escenario judicial competente para investigar a sus antiguos miembros, máxime cuando uno de los 

requisitos de condicionalidad para acceder al tratamiento penal especial previsto en esta Jurisdicción es la 

entrega de bienes para hacer efectivas las medidas de reparación a favor de las víctimas.  

 



CASO SUPERCUNDI y MERKANDREA 
 

A comienzos de febrero de 2018, el Fiscalía General anunció que daría a conocer un entramado de empresas 

al servicio de las FARC. "El país no puede permanecer inane frente a esta realidad, muchas empresas con las 

que ustedes comercian en su actividad diaria son de las Farc, como la que vamos a presentar en la próxima 

semana y ustedes van a quedar atónitos”. Un par de semanas después, fueron capturados los hermanos 

Mora Urrea bajo la acusación de ser testaferros de las Farc. Adicionalmente, la Fiscalía anunció la ocupación 

con fines de extinción de dominio de propiedades de la familia Chaux González sindicándolos de ser presuntos 

testaferros de alias el Negro Acacio. 

  

Además, de los 60 supermercados fueron incautados cinco sociedades, 70 cuentas bancarias, 7 casalotes, 4 

predios rurales, 29 lotes urbanos, 15 apartamentos, 3 casas, 7 locales comerciales y 27 vehículos. Los 

operativos de embargo fueron adelantados de manera simultánea en 23 municipios del país. 

  

La Fiscalía afirmó que los supermercados (Supercundi y Merkandrea) habrían servido como red de 

abastecimiento para la insurgencia, y fachada para el lavado. Asimismo, indicó que los hermanos Mora Urrea 

frecuentaban los campamentos de los frentes 51, 53 y 55 de las FARC con el fin de proveer información sobre 

próximos secuestros. 

 

LUEGO DE ANUNCIOS ESPECTACULARES LOS PROTAGONISTAS DE ESTE CASO COMIENZAN A 

QUEDAR EN LIBERTAD. 

 

 
  

 



ALLANAMIENTO A LA JEP 

El 4 de octubre de 2018 un fiscal especial designado por el despacho del Fiscal General allanó la sede de la 

Secretaria Judicial de la Jurisdicción Especial para la Paz. En un operativo irregular que violó la reserva judicial 

y supuso un acto de intimidación, la Fiscalía obtuvo copia digital del expediente del caso 001 sobre secuestro 

que se sigue en contra de altos mandos de la extinta guerrilla de las FARC. La magistrada Julieta Lemaitre, 

quien preside la Sala de Reconocimiento, Verdad y Responsabilidad que está a cargo esta investigación, fue 

notificada de la orden de comparecer a una entrevista en la que deberá dar información sobre el curso de la 

investigación. 

 

Con su actuación la Fiscalía desconoció el deber que tienen las autoridades de respetar a la Jurisdicción 

Especial para la Paz, dado que se trata de una institución judicial de rango constitucional con autonomía e 

independencia judicial, encargada de investigar y decidir los casos de las graves violaciones a los derechos 

humanos e infracciones al DIH ocurridas durante el conflicto armado. 

 

A través de la cuenta oficial de la Fiscalía General, se informó que se había revocado las órdenes de 

allanamiento y de comparecencia de la magistrada. Luego de comunicarse con el Fiscal General, el 

funcionario a cargo del allanamiento regresó a la sede de la JEP, y frente a varios funcionarios de la 

Jurisdicción mostró la destrucción digital de la copia que había tomado unas horas antes. 

 

 

 
  

 



CASO SANTRICH 
• El 9 de abril de 2018, Jesús Santrich fue detenido. Permanece recluido en la cárcel La Picota desde hace poco 

menos de un año. La Fiscalía informó que la orden de allanamiento y registro se basó en la una circular roja de 
Interpol cuyo origen es la orden de una corte del Distrito Sur de Nueva York en el marco de una investigación por 
narcotráfico.  

• EL BOCHORNOSO EPISODIO DE LA CARTA ROGATORIA EXTRAVIADA POR 4-72. 

• FISCAL DESCONOCE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL: “No es admisible que un juez dicte 
su propia ley, pues ello significa claramente antagonizar al principio democrático de la división de poderes, 
existente desde Montesquieu” y agrega “la JEP no puede dictarse sus propias reglas de procedimiento. La 
expedición de los procedimientos legales ante esa jurisdicción especial compete únicamente al legislador”. 

• El 1 de marzo de 2019 Carlos J. Bermeo Fiscal de apoyo de la Unidad de Investigación y Acusación de la Justicia 

Especial para la Paz, fue detenido junto a cuatro personas más, entre ellos el exsenador Luis Alberto Gil, 

condenado por parapolítica. De acuerdo, con el anuncio del Fiscal General de la Nación las capturas sucedieron 

cuando recibían US$500 mil dólares a cambio de incidir en el trámite de extradición de Jesús Santrich. 

 

• LUEGO DE HABER ANUNCIADO QUE LA CAPTURA DE BERMEO ESTABA RELACIONADA SÓLIDAMENTE 

CON EL CASO SANTRICH, LA PROPIA FISCALÍA RECONOCIÓ QUE NO EXISTÍA SUSTENTO PROBATORIO 

SOBRE EL PARTICULAR. 

 

 

 

 

 

 

 

 
  

 



DENUNCIA ANTE LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN Y ACUSACIÓN 
DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 

• EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y EL FISCAL MARTÍNEZ HAN VIOLADO LA CONSTITUCIÓN Y EN 
PARTICULAR LAS DISPOSICIONES  DEL ACTO LEGISLATIVO 02 DE 2017, LOS ARTÍCULOS 22 Y 95 DE LA 
CP. 

• La Corte Constitucional ha dicho que el Acuerdo de Paz constituye una política pública adoptada constitucionalmente 
a través del Acto Legislativo 02 de 2017, en consecuencia, es vinculante para todas las instituciones y autoridades 
públicas:  

• “El Acto Legislativo 02 de 2017, convierte el Acuerdo Final firmado el 24 de noviembre de 2016, en una política 
pública de Estado cuya implementación y desarrollo constituye compromiso y obligación de buena fe para todas las 
autoridades del Estado, con el fin de garantizar el derecho a la paz, respetando su autonomía”. 

• “Siendo el Acuerdo Final, en los términos del Acto Legislativo 02 de 2017, una política de Estado, implica una 
obligación de cumplimiento de buena fe por parte de las instituciones y autoridades públicas, y como estrategia de 
mediano y largo plazo, se mantiene su vigencia durante los próximos tres gobiernos, plazo que el constituyente 
derivado encontró razonable para la implementación y consolidación de lo acordado”. 

• POR TODO LO DICHO EN ESTE DEBATE Y OTROS ARGUMENTOS QUE HEMOS PLASMADO EN UN ESCRITO 
QUE DIRIGIMOS A LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN Y ACUSACIÓN DE LA CÁMARA, EN EL DÍA DE HOY 
ENTABLAREMOS DENUNCIA CONTRA EL PRESIDENTE Y EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN POR 
PREVARICATO AGRAVADO.  

  

 


